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			Introducción

			Este trabajo documenta un hecho histórico registrado entre junio de 2005 y agosto de 2006, periodo en que el expresidente —y entonces prófugo de la justicia— Alberto Fujimori dejó de afrontar el proceso de extradición seguido en su contra en Japón para asumirlo ante la justicia de Chile, país al que arribó el 6 de noviembre de 2005. Fujimori abandonó intempestivamente su residencia en Japón, con lo cual creó un escenario propicio para los legítimos intereses del Estado peruano que por ese entonces buscaba extraditarlo al Perú. Es en este periodo que el Estado peruano redefinió la estrategia de extradición seguida contra Fujimori y marcó la ruta definitiva de su retorno —forzado— al Perú. 

			Para el expresidente Alejandro Toledo, que en aquel tiempo asumía con fervor las banderas de la lucha contra la corrupción, el caso Fujimori —por mantenerse en la impunidad— representaba un problema que su gobierno debía resolver. En ese contexto, el Gobierno adoptó una estrategia específica con la finalidad de dotar de mayor eficacia los esfuerzos por lograr la efectiva extradición de Fujimori para que fuera juzgado por múltiples delitos de corrupción y crímenes contra los derechos humanos cometidos durante su gobierno. 

			Los principales objetivos de este libro son describir la estrategia de extradición asumida por el Gobierno y ofrecer un amplio y detallado relato del contexto en que esta se desarrolló. Es preciso señalar que el proceso de extradición, en el marco bajo el cual se diseñó e implementó esta estrategia, hace referencia a todos los actores vinculados al procedimiento legal de extradición; no obstante, pone especial énfasis en la actuación de las entidades del Poder Ejecutivo que estuvieron involucradas, particularmente el Ministerio de Justicia y el Ministerio de Relaciones Exteriores, tanto en términos estratégicos como operativos, así como en los ámbitos político, mediático y jurídico considerados medulares para la estrategia planteada. 

			Al describir tanto a los actores como a las acciones adoptadas en estos tres ámbitos, interesa resaltar el aporte fundamental de la plataforma de coordinación interinstitucional que operó durante el periodo junio de 2005-agosto de 2006, cuya creación resultó fundamental para superar las limitaciones del procedimiento formal de extradición vigente en aquel entonces. A través del relato podrán conocerse, sobre base cierta y documentada, y no a partir de suposiciones, las decisiones y acciones del Gobierno peruano que en ese momento respondieron a una bien definida estrategia de extradición, tales como llevar la disputa legal contra Japón al fuero de la Corte Internacional de Justicia, la sustentación —ante la Corte Suprema peruana— de la teoría de la autoría mediata por dominio de la organización para atribuir responsabilidad penal a Fujimori por crímenes contra los derechos humanos, la selección y priorización de las solicitudes de extradición que se presentarían al Gobierno de Chile, entre otros detalles estratégicos y operativos registrados durante el proceso. 

			Los hechos suscitados durante el tiempo en que se implementó la estrategia de extradición permiten describir cómo se puso a prueba esta última en distintos momentos, lo que permitió adaptaciones a nivel estratégico y técnico que no hicieron más que confirmar su pertinencia y eficacia. Por ejemplo, ello ocurrió cuando Fujimori abandonó intempestivamente Japón y se trasladó a Chile, y la estrategia inicialmente planteada tuvo que redefinirse y adaptarse conforme al nuevo escenario legal. A diferencia de este último país, Japón no tenía suscrito un tratado bilateral de extradición con el Perú, lo que ocasionó, en un primer momento, que la extradición del entonces prófugo resultara en extremo complicada e incluso se contemplara la posibilidad de someter el caso a la jurisdicción de la Corte Internacional de Justicia. 

			Al ser una experiencia personal —profesional— la que motiva este trabajo, además del propio testimonio sobre los hechos relatados, son notas de prensa oficial, informes técnicos, balances, actas de reunión, agendas de reunión y planes estratégicos y operativos sus principales fuentes de información. Así, también, lo son presentaciones, borradores de documentos oficiales y entrevistas a sus principales actores. El resultado de esta amplia recopilación de fuentes de información tiene como finalidad proponer un relato detallado de lo que —considero— constituye un episodio histórico y representativo de la lucha contra la impunidad en el Perú, la lucha por llevar al banquillo de los acusados a un expresidente de la República.

			El libro se organiza en cuatro capítulos. El primer capítulo presenta los antecedentes del periodo materia de relato, a los actores políticos y operativos del proceso y el contexto previo a la implementación de la nueva estrategia de extradición. Los capítulos segundo, tercero y cuarto desarrollan al detalle tres momentos clave del proceso de extradición: a) el contexto y los últimos meses del prófugo Fujimori en Japón; b) la llegada sorpresiva a Chile y las acciones adoptadas para lograr su extradición; y c) la consolidación, el cierre y el legado de la estrategia de extradición aplicada hasta agosto de 2006. 

			Alberto Fujimori Fujimori, prófugo de la justicia peruana, fue finalmente extraditado el 22 de setiembre de 2007 por disposición de la Segunda Sala Penal de la Corte Suprema de Chile. Esta última decisión fue posible luego de que el Perú trasladara tal responsabilidad a dicho fuero después de sustentar y presentar trece cuadernos de extradición por diversos delitos de corrupción y crímenes contra los derechos humanos. El libro narra, analiza y documenta el periodo en el marco del cual se presentaron estos trece cuadernos y, en general, se sentaron las bases para que la Corte Suprema de Chile adoptara la histórica decisión de extraditar a Fujimori al Perú. 

		

	
		
			Capítulo 1: 
El Estado contraataca

			1. Primeros pasos. El cerco internacional 

			El 21 de noviembre de 2000, el Congreso de la República del Perú declaró la vacancia del expresidente Alberto Fujimori Fujimori por permanente incapacidad moral para ejercer el cargo de presidente de la República1. Esta decisión determinó el abrupto final de su mandato y el inicio de numerosas investigaciones sobre corrupción y graves violaciones de derechos humanos promovidas en su contra2. 

			Días antes, Fujimori había viajado a Brunéi con ocasión del Foro de Cooperación Económica Asia-Pacífico (APEC). Sin embargo, dicha cita acabó siendo un pretexto para que el expresidente terminara instalándose en Japón, país donde fijó su residencia indefinida y anunció su renuncia a la presidencia del Perú3. Desde Japón, Fujimori reveló su doble nacionalidad (peruana y japonesa), estatus jurídico que —en adelante— marcaría la principal dificultad para lograr extraditarlo de ese país4. 

			Dada su calidad de expresidente de la República y la prerrogativa de antejuicio político que lo asistía, Fujimori debió afrontar —en ausencia— numerosos procedimientos de acusación constitucional ante el Congreso de la República, institución que en todos los casos autorizó su juzgamiento. Es en esta etapa que el Estado peruano tuvo que evaluar la presentación de solicitudes de extradición al Gobierno de Japón con la finalidad de que el exmandatario pudiera ser juzgado en el Perú5. 

			Por esa época, las políticas de lucha contra la corrupción aplicadas por el Gobierno de Transición Democrática (noviembre 2000-julio 2001), instaurado luego de la caída del régimen fujimorista, se encontraban en plena vigencia, y el nuevo régimen presidencial de Alejandro Toledo (2001-2006) parecía garantizarles continuidad. En dicho contexto, el caso Fujimori, en lo que respecta a la persecución penal por delitos de corrupción, se convirtió en una expresión más de dicha política, y los esfuerzos conducentes a su ansiada extradición fueron una muestra inequívoca de que efectivamente esta se había implementado6.

			Es así como las acciones relacionadas con la extradición de Fujimori, además de regirse conforme al procedimiento formal regulado por la ley7, tuvieron que complementarse con otras más estratégicas, dada la necesidad de buscar respuestas eficaces frente a las complejidades y diversas implicancias tanto políticas como jurídicas del caso8. De no aplicarse tales acciones complementarias, la inercia burocrática más común en la Administración Pública hubiese sido el signo distintivo de la acción gubernamental aplicada al caso9. Finalmente, fueron la innovación y la intervención más estratégica del Estado las que permitieron superar tal limitación.

			Aunque los antecedentes e intentos iniciales de complementar el abordaje estrictamente procedimental de la extradición se remontan a la misma época en que fueron preparados los dos primeros pedidos de extradición presentados a Japón (el primero en julio de 200310 y el segundo en octubre de 2004)11, interesa describir y analizar una etapa posterior que inició cuando este país, lejos de emitir un pronunciamiento de fondo sobre tales pedidos, presentó un segundo pedido de información complementaria al Estado peruano para un mejor estudio de ambos casos. El pedido de información al que se hace referencia se presentó formalmente al Perú el 3 de junio de 200512, esto es, a casi dos años de la presentación del primer pedido de extradición y a siete meses del segundo. 

			Hasta el momento en que se presentó este segundo pedido de información complementaria, Japón no solo no había resuelto los dos pedidos de extradición del Estado peruano, sino que sus instituciones de justicia (Ministerio Público y Poder Judicial) ni siquiera habían asumido su evaluación. Por el contrario, a casi dos años de la presentación del primer pedido, el Ministerio de Justicia de dicho país aún no había culminado su previa calificación conforme a la Ley de Extradición japonesa. A modo de recuento histórico, hasta junio de 2005, mes en que Japón presentó su segundo pedido de información complementaria, las principales notas diplomáticas referidas al procedimiento de extradición seguido contra el expresidente Fujimori habían versado sobre los siguientes temas13:

			
					
Presentación de la 1.a solicitud de extradición. El 30 de julio de 2003, el Gobierno del Perú solicitó la extradición del expresidente Alberto Fujimori por su presunta responsabilidad penal en los casos Barrios Altos y La Cantuta, ambos considerados graves violaciones de los derechos humanos.Reiteración de la 1.a solicitud de extradición. El 13 de mayo de 2004, el Gobierno del Perú reiteró al Gobierno de Japón la urgente necesidad de una respuesta a la solicitud de extradición del expresidente Fujimori.1.a solicitud de información complementaria. El 23 de julio de 2004, el Gobierno de Japón entregó una solicitud de información complementaria con preguntas relacionadas con el 1.er expediente de extradición y sobre la nacionalidad de Fujimori.Respuesta a la 1.a solicitud de información complementaria. El 15 de octubre de 2004, a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Perú respondió al primer requerimiento de Japón y al mismo tiempo reiteró la urgente necesidad de que este país diera pronta respuesta a la solicitud de extradición pendiente de resolver. 


					
Presentación de la 2.a solicitud de extradición. El mismo 15 de octubre de 2004 se entregó a las autoridades japonesas una segunda solicitud de extradición del expresidente Fujimori por actos de corrupción. Esta vez, por la entrega ilegal —en las postrimerías de su gobierno— de US$ 15 millones al exasesor presidencial Vladimiro Montesinos a título de compensación por tiempo de servicios. 2.a solicitud de información complementaria. El 3 de junio de 2005, el Gobierno de Japón presentó una nota a la Embajada de Perú en Tokio en la que remitía un segundo pedido de información complementaria respecto del primer y del segundo pedido de extradición. La referida solicitud de extradición fue trasladada al Ministerio Público, la Corte Suprema, la Procuraduría Ad Hoc Anticorrupción para los casos Fujimori-Montesinos, el Ministerio de Justicia y la Presidencia del Consejo de Ministros. 


					
Este último pedido de información ponía énfasis en que la documentación y las razones aportadas por el Perú no acreditaban suficientemente la causa probable que vinculaba al exmandatario con los delitos que se le imputaban14.


			

			Para cuando Japón presentó este segundo pedido de información complementaria, la dilación del trámite de extradición ya resultaba excesiva, por lo que correspondía al Estado peruano adoptar decisiones y ejecutar acciones dirigidas a su pronta solución. Para comprender mejor la relevancia de tales decisiones y acciones es necesario conocer, previamente, el trámite que la burocracia estatal más regular hubiese seguido frente al mencionado pedido; es decir, un curso de acción con enfoque estrictamente procedimental que resultaba ajeno a la trascendencia y diversas implicancias, escenarios y actores propios de un caso cuyo principal protagonista era nada menos que un ex jefe de Estado. En aquel entonces, las dependencias operativas llamadas a intervenir conforme al procedimiento de extradición vigente hubiesen seguido los siguientes pasos15:

			
					
El Ministerio de Relaciones Exteriores, a través de su Dirección General de Asuntos Legales, hubiese corrido traslado al Poder Judicial peruano del pedido de información complementaria presentado por el Gobierno de Japón. La preparación de las respuestas habría recaído, como de hecho ocurrió, en el magistrado supremo instructor de la Corte Suprema de la República que solicitó originalmente los dos pedidos de extradición que se presentaron a Japón16. 


					
Las respuestas del magistrado supremo instructor habrían sido entregadas a la Dirección General de Asuntos Legales del Ministerio de Relaciones Exteriores, órgano que en la vía diplomática debía tramitar la documentación y disponer su envío a Japón. Antes de completar el trámite, esta misma oficina hubiese absuelto algunas consultas complementarias relativas a la nacionalidad de Fujimori. 


					
Integradas las respuestas, estas habrían sido anexadas a una nota diplomática que formalizaría su entrega a Japón. 


					
Absuelta la segunda solicitud de información complementaria, Japón hubiese continuado con la evaluación de las solicitudes de extradición presentadas por el Perú e incluso otras más, por ese entonces pendientes de presentar17. En todos los casos no se habría alterado el estado de incertidumbre frente a la efectiva resolución de los pedidos de extradición por parte de Japón, o a la probable presentación de sucesivos pedidos de información complementaria, escenario que a todas luces el Estado peruano no podía tolerar. 


			

			Finalmente, el escenario fue otro; y, frente a la persistente incertidumbre y estado del procedimiento de extradición planteado ante el Gobierno de Japón en junio de 2005, se originó un marco de decisiones y acciones que en definitiva contribuyeron a superar las limitaciones de la burocracia formal con que hubiese sido encarado el procedimiento de extradición. No obstante, antes de redefinirse la estrategia de extradición, los pasos a seguir solo contemplaban el curso regular del procedimiento de extradición vigente. El Gráfico 1 muestra las fases de este procedimiento formal.

			Gráfico 1. Procedimiento de extradición regulado por la Ley 24710 y su Reglamento
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			Elaboración propia

			Es en el contexto de presentación de los dos primeros pedidos de extradición que se registran los primeros esfuerzos y resultados del trabajo coordinado entre dos actores fundamentales del proceso: el Ministerio de Relaciones Exteriores y la Procuraduría Ad Hoc Anticorrupción para los casos Fujimori y Montesinos. A través del trabajo desplegado por ambas dependencias, principalmente entre febrero de 2003 y octubre de 2004, pueden encontrarse los antecedentes directos del trabajo emprendido a partir de junio de 2005.

			En aquel periodo antecedente, los principales gestores de este esfuerzo conjunto en el Poder Ejecutivo fueron el procurador ad hoc anticorrupción para los casos Fujimori y Montesinos, Luis Vargas Valdivia y los ministros de Relaciones Exteriores Allan Wagner Tizón (julio 2002-diciembre 2003) y Manuel Rodríguez Cuadros (diciembre 2003-julio 2005). Durante la gestión del primero, en febrero de 2003, se constituyó en la Cancillería el Grupo de Trabajo de Cooperación Judicial Internacional, bajo la dirección del embajador José Luis Pérez Sánchez-Cerro, cuya misión era contribuir con el proceso de extradición en curso18. Es necesario recordar algunos de los aportes e importantes logros de la labor realizada de modo coordinado por este grupo de trabajo y la Procuraduría Ad Hoc a cargo de Luis Vargas Valdivia; más aún cuando las bases del trabajo futuro surgen en dicho periodo antecedente.

			En el plano jurídico debe destacarse la preparación y presentación de las dos solicitudes de extradición al Gobierno de Japón: la primera, en julio de 2003, por graves violaciones de derechos humanos atribuidas al expresidente Fujimori19; y, la segunda, en octubre de 2004, por delitos de corrupción20. También puede resaltarse el esfuerzo conjunto que permitió a representantes de ambas dependencias sustentar en Japón la primera solicitud de extradición ante representantes del Ministerio de Justicia y el Ministerio Público de ese país en febrero de 200421. Del mismo modo, también en febrero de 2004, fue especialmente relevante que el Perú lograse que la Policía Internacional (INTERPOL) incluyera a Fujimori en la lista de los fugitivos más buscados a nivel mundial («Código rojo» = máxima prioridad) y emitiera la respectiva orden de búsqueda y captura a nivel internacional en su contra22.

			Los logros a nivel diplomático alcanzados en ese mismo periodo también resultan relevantes; uno de ellos es que una veintena de países expresara al Gobierno del Perú su compromiso de acatar la orden de captura internacional emitida por la INTERPOL. Entre otros países, estuvieron Alemania, Reino Unido, Italia, Francia, China, Rusia, Argentina, México y Costa Rica23. También es de resaltar las expresiones de apoyo de importantes organizaciones de derechos humanos a nivel internacional, tal es el caso de la Red Japonesa por la Extradición de Fujimori, Amnesty International, Washington Office on Latin America, Human Rights Watch, entre otras, así como de personalidades a nivel mundial, como los Premios Nobel de la Paz Jimmy Carter, Óscar Arias y Adolfo Pérez Esquivel, el Premio Nobel de Literatura Günther Grass, el expresidente argentino Raúl Alfonsín y el juez español Baltasar Garzón.

			Siempre en el plano diplomático y en busca de favorecer aún más las justas pretensiones del Estado peruano, el propio presidente Toledo, en el discurso brindado ante la Asamblea General de Naciones Unidas el 23 de setiembre de 200324; hizo referencia al procedimiento de extradición pendiente ante Japón e invocó a dicho Gobierno a que accediera a devolver al prófugo para que fuera juzgado en el Perú. Meses después, en marzo de 2004, ante la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, el canciller Rodríguez Cuadros hizo expresa la posibilidad de que el Gobierno peruano emplazara a Japón ante la Corte Internacional de Justicia para que fuera este organismo el que resolviera la controversia entre ambos países25. Esta última declaración debe recordarse más adelante, pues fue durante la fase de reimpulso de la estrategia de extradición, desde junio de 2005, que el Perú comunicó formalmente, a través de una nota diplomática, la posibilidad de recurrir a dicha instancia internacional en el caso de que Japón se negase a no resolver oportunamente el pedido de extradición de Fujimori o persistiera en ello26. 

			Sin embargo, pese a los importantes avances, particularmente en el ámbito diplomático, en lo que respecta al procedimiento mismo de extradición, no se obtuvieron resultados concretos, a lo que habría que agregar que —a fines de 2004— los principales impulsores del trabajo (el procurador ad hoc Vargas Valdivia y los miembros del grupo de trabajo liderado por el embajador Pérez Sánchez Cerro) fueron cesados en sus cargos27 o destacados a otras dependencias28. Esta última circunstancia suspendería por algunos meses (de enero a junio de 2005) toda acción estratégica vinculada al trámite de los dos pedidos de extradición presentados hasta ese momento. Sin embargo, fue a partir de la comunicación oficial de Japón, del 3 de junio de 2005, que el Gobierno decidió impulsar nuevamente su estrategia de extradición29. La nota diplomática cursada por el Gobierno de Japón en aquella fecha, tal como ocurrió con una anterior del 23 de julio de 2004, no resolvía el pedido de fondo, sino que solicitaba información complementaria para una mejor evaluación de las dos solicitudes de extradición presentadas hasta ese momento.

			En buena cuenta, la presentación del segundo pedido de información complementaria remitido por Japón significaba una mayor dilación en el proceso de extradición y una incertidumbre absoluta sobre la oportunidad y los términos con que este país podría resolver el pedido. La incertidumbre era mayor si se considera que Japón daba muestras de poco interés en el asunto y que algunas de sus autoridades se pronunciaban públicamente de manera desfavorable con respecto a la legítima pretensión del Estado peruano30.

			Como se mencionó anteriormente, el trabajo realizado por la Procuraduría Ad Hoc Anticorrupción para los casos Fujimori y Montesinos y el Ministerio de Relaciones Exteriores, a través del impulso del Grupo de Trabajo de Cooperación Judicial Internacional, obtuvo significativos logros a nivel diplomático e importantes avances con respecto a algunos incidentes vinculados al trámite de extradición. Sin embargo, aun cuando el esfuerzo articulado de ambas dependencias resultó positivo, luego de casi dos años de gestiones no había señales claras respecto de la conclusión del procedimiento ni tampoco expresiones concluyentes que permitieran suponer una pronta respuesta por parte de Japón31. Peor aún, las solicitudes de extradición presentadas ni siquiera habían pasado la calificación previa a su evaluación jurisdiccional, detalle que permitía suponer, más que una pronta respuesta, una mayor e irrazonable dilación del procedimiento.

			Quizá por esta razón, los últimos registros documentales de la labor desplegada por el Grupo de Trabajo de Cooperación Judicial Internacional daban cuenta de posibles estrategias alternativas al trámite regular de las dos solicitudes de extradición en cuestión32. Sin embargo, su evaluación y posible implementación quedaron inconclusas por la desactivación del grupo de trabajo y la salida de Luis Vargas Valdivia de la Procuraduría Ad Hoc Anticorrupción para los casos Fujimori y Montesinos. 

			Es a partir de estos cambios, en tanto no existió plataforma oficial que vinculase formalmente la acción de ambas dependencias, ni que garantizara la continuidad de su acción conjunta, que quedó suspendida toda acción estratégica y coordinada en relación con el trámite de las extradiciones en curso. Este escenario resultaba impropio para un proceso altamente complejo cuya naturaleza, connotaciones políticas e inobjetable relevancia histórica requerían —en ausencia de alternativas propias de la burocracia formal— de un tratamiento especial y a la vez complementario a los marcos procedimentales aplicables en materia de extradición. La solicitud de información complementaria presentada por Japón el 3 de junio de 2005 y el mayor aplazamiento del procedimiento de extradición que supuso su presentación motivaron, finalmente, una nueva etapa en el proceso y el concurso de nuevos actores. 

			2. Punto de inflexión. Hacia una nueva estrategia de extradición

			Era claro que, para junio de 2005, el marco legal vigente en materia de extradiciones resultaba insuficiente o carecía de instrumentos y/o protocolos idóneos para afrontar eficazmente los desafíos propios de un procedimiento de extradición como el referido al caso Fujimori. En torno a este caso existían consideraciones y conflictos de intereses diversos que escapaban del plano estrictamente jurídico, se extendían al ámbito político e incluso comprometían las relaciones internacionales del Estado peruano33. Por este motivo, puede suponerse que en un primer momento fue necesario complementar el curso normal del procedimiento de extradición con un intenso trabajo a nivel diplomático y mecanismos de coordinación que intentaran articular el trabajo de las instituciones involucradas. De ello da cuenta la experiencia anteriormente descrita de la Procuraduría Ad Hoc Anticorrupción para los casos Fujimori y Montesinos y del Grupo de Trabajo de Cooperación Judicial Internacional hasta noviembre de 2004.

			Planteado un nuevo escenario por Japón, luego de presentado el segundo pedido de información complementaria el 3 de junio de 2005, se adoptaron decisiones inmediatas al más alto nivel político para dar un nuevo impulso a la estrategia de extradición aplicada al caso Fujimori. Tales decisiones se concretaron a través de la creación de tres comisiones de trabajo; la primera de ellas por iniciativa del entonces ministro de Relaciones Exteriores, Manuel Rodríguez Cuadros, denominada Comisión Especial sobre Procesos Jurisdiccionales Internacional del Ministerio de Relaciones Exteriores (CEPJI)34; y, las dos restantes, por disposición del ministro de Justicia Eduardo Salhuana35. Es así como ambos ministros expresaron la voluntad política del Gobierno con respecto al tema y al mismo tiempo mostraron su particular respaldo y compromiso con las acciones que se adoptarían en esta nueva etapa del proceso36. 

			En este contexto es que se generaron los dispositivos legales que definieron el campo de acción a partir del cual se intentó superar los límites formales del procedimiento de extradición vigente. A diferencia de la experiencia antecedente del Grupo de Trabajo de Cooperación Judicial Internacional, la CEPJI se creó mediante una resolución ministerial del Ministerio de Relaciones Exteriores, y las otras dos comisiones las creó casi en simultáneo el Ministerio de Justicia con similar formalidad. Así, fueron dispositivos legales los que formalizaron los marcos de cooperación y coordinación entre los actores involucrados en el proceso de extradición y facilitaron una acción conjunta más estratégica y concertada entre ellos37. Con estas medidas fue posible una implementación ordenada y debidamente articulada de la estrategia de extradición trazada, y, por tanto, una acción estatal más eficaz. Las comisiones creadas en este contexto fueron las siguientes:

			a. 	Comisión Especial sobre Procesos Jurisdiccionales Internacionales (CEPJI)

			Creada el 10 de junio de 2005, mediante la Resolución Ministerial 0547-2005-RE, con el encargo de procesar y hacer seguimiento, dentro de las competencias sectoriales del Ministerio de Relaciones Exteriores, a los procesos de jurisdicción internacional en el ámbito de la lucha anticorrupción y la protección de los derechos humanos. 

			Durante los últimos meses que Fujimori permaneció en Japón, este grupo de trabajo asumió las gestiones a nivel diplomático y la asesoría a todo nivel con respecto al procedimiento de extradición seguido en ese país. En dicho marco, la CEPJI se planteó los siguientes objetivos38: a) contribuir con lograr la extradición de Fujimori o su juzgamiento en Japón; b) contribuir con las respuestas al segundo pedido de información complementaria presentado por el Gobierno de Japón; y c) sentar las bases para acudir a la Corte Internacional de Justicia u otros medios de resolución pacífica de controversias internacionales en el caso de que Japón se negara o no se pronunciara oportunamente sobre la extradición de Fujimori. Posteriormente, con la fuga de este a Chile en noviembre de 2005, los objetivos trazados se reorientaron a la formación oportuna de los cuadernos de extradición que se presentarían a este último país39. 

			En ambos escenarios, con Fujimori en Japón o en Chile, los niveles de coordinación y trabajo conjunto entre la CEPJI y otras dependencias del Poder Ejecutivo, así como los establecidos entre aquella y las misiones diplomáticas involucradas, constituyeron una positiva experiencia de trabajo conjunto, además de fundamental para el esfuerzo desplegado en aquella oportunidad.

			La CEPJI supuso una continuidad al trabajo realizado por el Grupo de Trabajo de Cooperación Judicial Internacional; sin embargo, a diferencia de este último, no estuvo integrada exclusivamente por diplomáticos de carrera, sino que convocó a otros profesionales ajenos a dicho gremio, uno de los cuales asumió su coordinación y representación ante las otras dependencias del Estado40. A diferencia del Grupo de Trabajo de Cooperación Judicial Internacional, la CEPJI contó con un marco legal que facilitó sus posibilidades de coordinación a todo nivel, especialmente con aquellas instituciones integrantes de la Comisión Interinstitucional creada por el Ministerio de Justicia casi en simultáneo a ella. 

			Aun cuando la CEPJI tuvo una misión más amplia, la relevancia y complejidad del caso Fujimori terminó por acaparar la mayor parte de su atención, lo que le permitió, siempre en sede ejecutiva, desempeñar un rol asesor y de efectiva colaboración con las dependencias involucradas en el proceso. Precisamente, todas estas dependencias formaron parte del espacio de coordinación creado a partir de la Comisión Interinstitucional cuya presidencia fue asumida por el ministro de Justicia. 

			b. 	Comisión Interinstitucional encargada del seguimiento de acciones en materia de extradición activa ante las autoridades extranjeras y de procesos jurisdiccionales internacionales para casos de corrupción y violación de los derechos humanos

			Creada el 18 de junio de 2005, mediante la Resolución Suprema 157-2005-JUS, por el Ministerio de Justicia. Su constitución formó parte de la nueva estrategia impulsada por el Gobierno con la finalidad de procurar un trabajo coordinado y debidamente articulado entre las instituciones involucradas con el proceso de extradición del expresidente Alberto Fujimori. La Comisión Interinstitucional estuvo integrada por representantes del Ministerio de Justicia, sector que asumió su presidencia, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del Ministerio Público, el procurador ad hoc para los casos Fujimori y Montesinos y el secretario ejecutivo de la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos como representante de la sociedad civil y las víctimas de la violencia. Sin pretender analizar la inclusión de este último integrante, basta con señalar que, con su incorporación, el Gobierno demostró no descuidar su relación con los agentes externos comprometidos con el caso. Este aspecto fue de especial importancia para los intereses mediáticos de la estrategia de extradición, dada la sensibilidad del tema y el vigente interés de los organismos de derechos humanos nacionales e internacionales pendientes de su resolución. 

			Por su composición, la Comisión Interinstitucional asumió el liderazgo estratégico41 y operativo de la estrategia de extradición en el ámbito del Poder Ejecutivo42. Como se mencionó anteriormente, este liderazgo marcó una diferencia sustantiva con el trabajo realizado en las etapas previas a su creación43. En líneas generales, la Comisión Interinstitucional tuvo como objetivo coordinar acciones que coadyuvaran a la defensa del Estado peruano en los pedidos de extradición y procesos jurisdiccionales internacionales que tuviera pendientes. En dicho marco, el caso Fujimori se asumió como emblemático y, por tanto, prioritario44. 

			c. 	Comisión Especial de apoyo y seguimiento del Ministerio de Justicia45

			Creada el 24 de junio de 2005, mediante la Resolución Ministerial 277-2005-JUS, tuvo el encargo de colaborar y hacer seguimiento a los temas trabajados en el seno de la Comisión Interinstitucional. Esta comisión se constituyó inmediatamente después de la instancia intersectorial y se erigió como instancia técnica de apoyo dentro del mismo Ministerio de Justicia. La Comisión Especial de apoyo estuvo integrada por funcionarios que ocupaban cargos de dirección y asesoría en dicho ministerio. Entre ellos, estuvieron el director nacional de justicia, en calidad de presidente, el secretario ejecutivo del Consejo Nacional de Derechos Humanos, un asesor de la Alta Dirección del Ministerio de Justicia y un representante del Consejo de Defensa Judicial del Estado.

			En gran medida, la creación de estas comisiones y la plataforma de coordinación interinstitucional constituida en torno a ellas fue una innovación aplicada al procedimiento de extradición vigente, pues rompió con su lógica reglamentarista y lo dotó de una estructura de trabajo acorde con las complejidades del caso. No obstante, debe quedar claro que estas comisiones no sustituyeron la acción de las instancias formales del procedimiento, sino, más bien, que se superpusieron a ellas para encarar con eficacia tanto la dimensión jurídica del proceso como las dimensiones política y mediática que resultaban concurrentes a aquella. 

			Tanto la CEPJI como, luego, la Comisión Interinstitucional fueron la respuesta del Gobierno para afrontar los desafíos de la extradición y enfrentar integralmente sus múltiples implicancias. Las comisiones fueron, en definitiva, el instrumento público a través del cual el Gobierno creó las condiciones necesarias para superar la inercia burocrática y las limitaciones técnicas de los operadores —regulares— del procedimiento formal46.

			En este punto deben identificarse a las comisiones de trabajo creadas en junio de 2005 como una plataforma intermedia de doble influencia, tanto para el ámbito deliberativo, constituido por los espacios de decisión al más alto nivel político, como para el ámbito más operativo, representado por los espacios de ejecución directa de la estrategia de extradición en curso; tal fue la innovación insertada al procedimiento de extradición vigente en el Perú. El relato central de este libro gira en torno a este aspecto específico, estratégico, a sus circunstancias, a sus dinámicas internas y a la interacción de los actores y agencias involucradas. El Gráfico 2 es demostrativo de la estructura de trabajo superpuesta al procedimiento formal de extradición.

			Gráfico 2. Plataforma de coordinación interinstitucional
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			Elaboración propia

			3. Actores del proceso. Políticos y técnicos tras un objetivo común 

			El trabajo de la CEPJI y el espacio interinstitucional donde canalizó sus principales aportes pueden considerarse experiencias propias del ámbito técnico y operativo de la estrategia aplicada en materia de extradición. Sin embargo, por encima de ambas comisiones siempre estuvo la autoridad y el respaldo de los ministros de Relaciones Exteriores y de Justicia, aunque estos, a su vez, orientaron sus decisiones sobre la base del criterio técnico de aquellas. Esto último debe destacarse en tanto constituye una expresión de reciprocidad entre superiores y subordinados, aspecto de singular importancia en el ámbito de implementación de políticas públicas (Cortazar y Gutiérrez 2005).

			Con relación al liderazgo político de los dos ministros comprometidos con el tema, deben identificarse dos momentos. El primero, liderado por el canciller Manuel Rodríguez Cuadros, secundado por el ministro de Justicia Eduardo Salhuana; y uno posterior iniciado desde agosto de 2005. En esta segunda etapa, el embajador Óscar Maúrtua de Romaña fue nombrado ministro de Relaciones Exteriores; y el abogado Alejandro Tudela Chopitea, ministro de Justicia47. Con Tudela como ministro de Justicia, este último sector asumió mayor liderazgo político y correspondió al nuevo canciller secundar el proceso.

			Hasta antes de su nombramiento, Tudela fue viceministro de Justicia y, como tal, había asumido el encargo de presidir las sesiones de la Comisión Intersectorial en representación del entonces ministro Salhuana. En el segundo momento, Tudela se mantuvo como presidente de la Comisión Intersectorial, pero esta vez como ministro, lo que le permitió mantener un mayor conocimiento y comprensión del proceso, además de un mayor dominio de sus detalles técnicos. Asimismo, su presencia en la Comisión Intersectorial ayudó a armonizar aún más los criterios tanto políticos como técnicos presentes en el proceso. Esta misma circunstancia permitió que la dinámica de trabajo inyectada a la Comisión Interinstitucional mantuviera continuidad, lo que significó que los representantes de la CEPJI conservaran el mismo nivel de participación en dicho espacio48. 

			De hecho, para agosto, mes en el que Tudela asume el cargo de ministro de Justicia, ya la Comisión Interinstitucional había debatido la estrategia de extradición propuesta por la CEPJI49, y que fuera posteriormente expuesta ante el Consejo de Ministros por el procurador ad hoc anticorrupción para los casos Fujimori y Montesinos, Antonio Maldonado Paredes. Esto último ocurrió el 12 de setiembre de 200550, ocasión en que los miembros de la Comisión Interinstitucional dieron a conocer los planteamientos para el diseño e implementación de la estrategia integral que permitiría la extradición del prófugo Fujimori. Días después, el 26 de setiembre de 2005, en conferencia de prensa, el ministro Tudela y el canciller Maúrtua anunciaron la entrega de la respuesta oficial del Estado peruano al segundo pedido de información complementaria presentado por Japón y, al mismo tiempo, la posibilidad de acudir a la Corte Internacional de Justicia en caso de que Japón no atendiera el requerimiento formal de extradición del expresidente Fujimori51. El propio presidente de la República expresó su respaldo a las gestiones llevadas a cabo por la Comisión Intersectorial52. Esta última circunstancia resulta ilustrativa —en líneas generales— de la importante articulación entre el trabajo técnico y operativo a cargo de las comisiones de trabajo y el respaldo político expresado por los ministros involucrados en el proceso. 

			A octubre de 2005, época en que Fujimori aún permanecía en Japón y se habían celebrado seis sesiones de la Comisión Intersectorial, los principales actores de la política de extradición inicialmente impulsada por el canciller Manuel Rodríguez Cuadros estaban inmersos en una dinámica de trabajo en la que los roles políticos y técnicos del proceso estaban perfectamente definidos y resultaban complementarios. En lo político, la activa participación del ministro Tudela en las sesiones de la Comisión Intersectorial constituyó un hecho inobjetable del interés y respaldo que al más alto nivel se dio al tema; lo mismo podría decirse del canciller Maúrtua, cuya voz, en definitiva, era asumida por el coordinador de la CEPJI tanto en las sesiones de la Comisión Intersectorial como en todos los espacios de coordinación generados en el marco del proceso. En el plano operativo estaban las comisiones encargadas de cuidar los detalles técnicos de la estrategia que se implementaría, principalmente la Comisión Interinstitucional y la CEPJI. La primera brindaba un espacio para el debate y el acuerdo de las principales propuestas de acción conjunta; y la segunda asumía una activa función de asesoría y seguimiento. 

			Como se mencionó anteriormente, las comisiones de trabajo constituyeron una plataforma intermedia de doble influencia. En ese sentido, la Comisión Interinstitucional no solo contó con el expreso respaldo del presidente de la República53, sino que sus miembros, con pleno conocimiento y apoyo del ministro que la presidió, tuvieron responsabilidad directa en las acciones ejecutivas del proceso.

			Más adelante, se describirán la dinámica y los modos de interactuar de los actores operativos del proceso, incluidos los miembros de las comisiones de trabajo. Sin embargo, por el momento basta con demostrar cómo los componentes político y técnico pudieron actuar en torno a un objetivo común: sentar bases sólidas que permitieran la extradición del expresidente Fujimori.

			La experiencia de trabajo de la CEPJI, y su correlato en la Comisión Interinstitucional a partir de la cual extendió oficialmente su ámbito de intervención, constituyó una innovación al trámite ordinario aplicado a los procedimientos de extradición. La dinámica operativa y acción conjunta representada por ambas instancias constituyó una decisiva contribución al proceso, pues fue capaz de darle viabilidad y sostenibilidad técnica. Gracias a ello, el impulso político inicial, lejos de agotarse en el discurso, concluyó en acciones concretas y resultados verificables. 

			La iniciativa del canciller Manuel Rodríguez Cuadros al crear la CEPJI y el compromiso del sector Justicia a través de la creación de la Comisión Intersectorial son muestra del liderazgo político que respaldó el esfuerzo conjunto de las plataformas de coordinación interinstitucional. Debido al activo respaldo de los titulares de ambos ministerios, puede concluirse también que el impulso político inicial que derivó en la creación de las tres comisiones de trabajo no constituyó un hecho circunstancial, sino que contó con plenas garantías para su efectiva ejecución.
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